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este recurso de amparo se impugna. al revocar el fallo de la Sala
correspondiente de la Audiencia NacionaL vino a confirmar los
actos administrativos, que originariamente había impugnado la
actual solicitante del amparo de suerte Que parecen ser estos actos
los que, de sef ciertas las alegaciones que en el recuno se exponen,
producen lestón denunciada., que. habría que buscarla eotas
Resoluciones del Instituto Nacional de la Vivienda de 28 de marzo
de 1979 y del Ministerio de Obras PUblica> y Urbanismo de 16 de
enero de 1980, en la Que se deDeg/) la solicitud presentada por la
hoy recurrente de amparo invocando un precepto reglamentario
cuya legitimidad hoy se discute.- Esta advertencia llevaría a recon~

ducie el recurso de ampat:g interpuesto al cauce del art. 43 de la Ley
Or,ánica de este Tribun~ como explícitamente propone el Minis.
tena Fiscal Sin embargo.., tampoco es posible detenerse en este
punto, porque de los antecedentes que se han expuesto, se
despre.,de que la denegación de' la solicitud que la actora formuló
ante la Adminjstración se basó, del mismo modo que la Sentencia
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, en el art. 17 del
Reglamento de Viviendas de Protección Oficial. aprobado por
Decreto de 24 de julio de 1968, de suerte Que, por una VÍa y por
otra, se llega a la norma reglamentaria aludida y el amparo, en la
intención de los solicitantes se concreta. en realidad, en determinar
si la nonna, en su apücación a 'Un caso COJtCTe'tO, produjo· o no ~

lesión de dereChos fundamentales. pues, como pulimos de relieve
erl nuestra Sentencia número 1'41 (reCurso de amparo número
164/1985), en el enjuiciamiel1to de la valide2 juridica de los
reglamentOfi debe utilizarse en línea de principio la.intermediad6n
de la ley, reconociéndolos como conformes o disconformes con la
ley y este juicio de legalida(f'de los'reglamentos, que es residencia· ,
ble en la jurisdicción contencioso-«dministrativa 'no lo es ante este
Tribunal Es verdad que el artículo 43 de la Ley Orgánica de este
Tribunal, al establecer como objeto de recuno de amparo las
vialadones de derechos y libertades otiginadas por disposiciones, .
a"ctas juridicos a. via~ de hecho·del Gobierno o de 'sus autoridades,
no ex.cluye la~ posible violación de derechos y libenades públicas
producidas por un reglamento y por su aplicación, pues, lo cierto es
también que elJ·uicio de amparo no puede establecerse sobre la.
mera posibilida en abstracto de que la violación se produzca.

Segundo.-Deslindando el campo del modo en que lo hemos
hecho en los párrafos anteriores, resulta necesaria la conclusión de
que en el presente caso no puede detectarse una violación en
concreto del derecho a la tutela judicial efectiva reconocida por el '
arto 24 de la Constitución. Podría teorizarse -y posiblemente
llegarse a una conclusión afirmativa- si el consabido arto 17 del
Reglamento de Viviendas de Renta Limitada, al imponer una
renuncia en el expediente expropiatorio a «cualquier género de
reclamación o recurso», está introduciendo en el mencionado
derecho fundamental un obstáCulo impeditivo de su ejercicio o, por
lo menos, gravemente entorpecedor del mismo. Mas lo cierto es
que doña Carmen Moreno Alfeirán· no ha visto mermado en
absoluto el repetido derecho a la ·tutela judicial efectiva, pues
cuando reclamó contra el justiprecio obtuvo de los Tribunales.
Sentencia favorable y en los recursos contencioso--administativos
del que el presente recuno trae causa ha visto tambil!'o satisfecho
el referido derecho por -cuanto que ha obtenido decisiones de los
Tribunales de Justicia que; acenadas o no, se pronunciaban sobre
el fondo de sus pretensiones. '

El derechG o interé1 que la actual solicitante de amparo puede
haber visto reducido no es en rigor ~I que tiene la tutela judicial
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La Sala Se8unda del Tribunal Constituciona~ compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez·Picazo y Ponee de León, ,don
Francisco Tomás y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer-, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguien'le

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 48jl985, promovido por doda.
María del Carmen Cabrera Palmés, representada por el Procurador
don Carlos Navarro Gutiérrez, contra el Auto del Tribunal Central
de Trabajo de 29 de noviembre de- 1984, Que tiene por no
anunciado recurso de suplicación contra Sentencia de 1a Magistra­
tura de Trabajo núme~Dos de Tenerife, en Autos sobre reingreso
tras excedencia por matrimonio. Han comparecido en el pr~nte
recurso el Ministerio Fiscal y la Compañía Telefónica NaCIOnal de
España, representada por el Procurador don Juan Antonio GarCÍa

efectiva. Procede:, por eno, examinar si es, como la solicitante de
amparo también prete.nde y el Ministerio Fiscal admite, el derecho
a la igualdad ante la ley que el arto 14 de la Constitución ,establece,
el qye ha 5ido lesionado.

según hemos dicho en muchas ocasiones el derecho a la
igualdad que preconiza el arto 14 de la Constitución, ex.ige que en
los supuestos de hecho de las normas de cualquier especie no se

. introduzcan elementos de diferenciación que puedan considerarse
discriminatorios o que carezcan de· justificación razonable en
relación con las finalidades que con ellos se pretende lograr y exige
asimismo que tales finalidades se. ajusten a los bienes ~ valores que
la Constitución proclama y -protege. Desde este punto de vista,
puede, efectivamente, encontrane una violación del derecho a la
igualdad en el presente caso; violaci4n que se habrla inicialmente
cometido en el discuti(1o precepto reglamentario, pero que se ha
cometido también en la aplicación Que de dicho precepto ha hecho
la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de Justicia. En efecto, el
precepto reglamentario que aquí ha sido discutido, establece una
serie de condiciones para que los anti~os propietarios de terrenos
expropiados puedan pretender la ceSión de terrenos para edificar
viviendas de renta limitada y, de 'conformidad "=Ql1 tales requisitos,
el precepto en cuestiQo introduce una notable diferencia entre los
antiguos propietarios, ad)udicatarios potenciales, sesún que en ellos
se den o no tales condiCiones. Como la primera de las col\diciones
es la renuncia en el expediente expropiatorio a cu~lquier reclama­
ción, o recurso, es-- notorio· Q,ue se establece una sensible diferencia
de trato jurídico entre prop¡etaJ:ios renunciaJl~s y propietarios no
renunciantes'.' ',', . l' •

Si el elemento de diferenciación que se introduce, puede
justificane en cuanto busca una economía de medios y una
situación más beneficiosa para la Administración, lo hace sacrifi­
cando o sancionando un derecho consagrado por la Constitución y
elevado al rango de derechofundamental como es-et de obtener una
tutela judicial efectiva, lo que vicia el precepto reglamentario e,
inevitablemente, el acto de aplicación del mismo.que·los tribunales
realizan. •

FA LLO

En virtud de todo ello, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE Ll; CONFIERE lA CONSTITUCION DE
LA NACIONAL ESPANOIA,

Ha decidido:

1.0 Estimar el recurso de amparo interpuesto por doña Car­
men Moreno Alfeirán.~

2.° Reconocer el derecho de dicha señora a recibir un trato
igual al de los restantes anti¡uos propietarios, adjudicatarios
potenciales de parcelas en el polígono «Elviña» de La Coruña.

lO Anular la Sentencia dictada por la Sala Cuarta del Tnbunal
Supremo de Justicia. "

PubliqueS< esta Sentencia en el ~Boletfn Oficial del Estado».

Madrid, ~9 de noviembre de. 1985.-Jeróninlo Arozamena
Sierra.-franclsco Rubio Llorente.-Luis Díez-Picazo.-francisco
Tomás y Valiente.-Francisco Pera Verdaguer.-FirmadOs y rubrica­
dos.

San Miguel YOruela, y ha sido Ponente el Magistrado don Antonio
Truyol Serra, Quien expresa el parecer .de la Sala. _

lo ANTECEDENtES

Primero.-EI día 17 de 'enero de 1985 el Procurador don Carlos ,
Navarro Gutiérrez interpuso, en nombre y representación de doña
María del Carmen Cabrera Palm~, recurso de amparo contra el
Auto del Tribunal Central de Trabajo de 29 de noviembre de 1984.
al que acusa de infringir el artículo 24.1 de la Constituci6¡>
Española (CE). Se&ún se relata en la demanda, el proceso que da
lugar a la petición de ampatl> se inició por la solicitud de la actora
de reconocimiénto' del derecho de reingreso en Ja Compañia
Telefónica Nacional de España, t~s excedencia por matrimonio.
En la demanda judicial correspondiente; firmada por la actora, se
hacia constar en el segundo otrosí su voluntad de acu~r al a~o del
juicio acompañada, indistintamente, por los· Letrados adscntos al
Ilustre Colegio de- Abogados de Santa Cruz de.Tenerite, do~ Ca~ilo
BellzQuierdo, don Juan José Rodriguez Martínez, don LulS MI8uel
Bravo de Laguna <t doña Maria FernandaPanQ Sánchez,. cuyo
despacho profesional se des'lOaba 8 efectos de notificaCIones.
Habiendo recibido don Camilo Bel Izquierdo la cédula de cita"ción,
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se celebró el juicio el día 1'2 de mayo~de 1983. al que accedió la
anora acompañtlda del Letrado don Juan José Rodríguez Martincz,
dictándose el 'día 30,de julio de 1984 Sentencia por la qqe el
Magistrado de Trabajo se abstenia de entrar a conocer del fondo del
asunto, por apreciar la excepción de prescripción', opueua por la
empresa demandada. ..

El 14 de septiembre de 1984, el Letrado don Luis Miguel Bravo
de LagU'n. anut:lci6 el propósito de recurrir en suplicación frente a
la Sentencia de Magistratura como ta"epresentante procesal de doña
María del Carmen Cabrera Palmés. seg!ln consta acreditado en los
Autos 536/1983 de esa Magistratura». El Magistrado, mediaote
providencia de 8 de octubre de 1984.' tuvo por anunciado el
recurso, y por designado Letrado para su forma!lzación a don Luis
Miguel Bravo de Laguna, quien fonnalizó eI..recurso el día 23 ·de
octubre. Remitidas las actuaciones al Tribunal Central, éste dictó
Auto de 29 de noviembre de J984, teniendo por no anunciado el
recurso, pues éste «aparece encabezado y suscrito por el Letrado
don Luis Miguel Bravo de laguna Miranda, pero sin que en
ninguna actuación o diligencia procesal conste acreditada en forma
alguna la condición de representante de la parte actora, la que no
suscribe tal escrito ni aparece que, en ningún momento le hubiera
conferido apoderamiento notarial». .

La .demandante de amparo denuncia lo que considera. un
innecesario formalismo, no JUStificado ni proporcionado con el
derecho a la justicia por el Que el TribunaJ Central tiene por no
anu~ciado un recurso de ~upHcaci6n ~rev~amente admitido p'or la
MagIstratura a qua. El Tnbunal ConstItucIOnal tuvo ya ocaSIón de
pronunciarse sobre un supuesto similar en su Sentencia de 16 de
diciembre de 1983 (<<Boletín Oficial del Estado» de 11 de eoero de
1984), en la que, pese a considerar ajustado a la Constitución el
artículo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL), enteodia
Que la pérdida. del recurso de 5up!icac;ión .fue producto de un
formalismo no n~sariamente exigIdo por dicho precepto. reinter~
pretado a ta luz del artículo 24.1 de la ConstitucIón. Tal doctrina
es plenamente aplicable al caso actual por .las siguientes razones: a)
El artículo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral 00 impone el
apoderamiento notarial como forma única de acreditarse la repre­
sentación, debiendo acudiese al artículo 10 de la misma Ley para
comprobar Que la citada representación puede otorgarse, bien· por
comparecencia (apud acta), bien haciéndolo constar en la demanda.
b) En el otrosí'de la demanda se hacia constar que la parte aclara
acudiría al juicio asistida po~ los Letrados reseñados, cuyo domici­
lio se senalaba a efectos de notificaciones, y en virtud de ello el
Magistrado convocó a la aetora al juicio mediante notifK:8ción al
primero de los Letrados designados. e) La Sentencia fue notificada
a uno de los Letrados, precisamente .el Que compareció al juicio,
consec:uencia de lo cual es que la Ma8istratura admitiera tanto el
anuncIO del recurso como su fonnalizadón por uno de dichos
~~dos; siendo igualmente signjficativo que la parte demandada
no lmpugnase el recurso por esta razón. d) Es Visto, pues, que la
representación existía antes de la declaración jurisdiccional de
preclusión, por lo Que la pérsfida del recurso fue producto de un
formalismo no amparado por el artículo 154 de la Ley.de
Procedimiento Laboral, y Que vulnera el arto 24.1 deJa Constitu·
ción. La demanda de amparo concluye solicitando la nulidad del
auto recurrido, y el reconocimiento del derecho de la aetora So tener
por anunciado en tiempo y forma el recurSO de suplicación.

Segundo.-Mediante provideocia de 27 de febrero de 1985 la
sección Cuarta acordó. la admisión a trámite del recurso y requirió

,de Magistratura y Tribunal Central el envio de las actuaciones, así
como el emplazamiento de las partes. Practicado ello, se personó el
Procurador don Juan Antonio García San Miguel y Uruetaen
nombre de la Compañía Telefónica Nacional de España, a Quien,
conjuntamente con el Ministerio Fiscal y la parte demandante, se
dio vista de los autos para gue formularan susaltpciones.

Tercero.-EI Ministerio FISCal, tras exponer tu su escrito regis­
trado el 10 de mayo de 1985 la doctrina del Tribuoal Constitucio­
hal relativa a la admisibilidad de los recursos y la ex.i.gencia de
formalidades o requisitos procesaJes, considera errónea la afirma­
ción de la aetora sobre la similitud del caso planteado con el
resuelto por la Sentencia de este Tribunal de 16 de diciembre de
1983. En .este ultimo se trató de una acreditación tardía de la
representación otorgada--con anterioridad, mientras que en el ahora
debatido no consta que se haya aportado ningún poder, confiriendo
la representación al Letrado Que anunció el recurso de suplicación,
no discutiéndose, en consecuencia, sino la omisión del acredita­
miento con arreglo a las formas Que establecen los arts. J54, 10 y
184 .de la Ley de Procedimiento Laboral. Según dichos preceptos,
son las partes quienes pueden anunciar su propósito de entablar
recurso de suplicación (art. J54. LPL), es necesaria la intervención
de Letrado en el Tribunal Central de Trabajo, y se puede otorgar
~~ representación mediante comparécencia ante el Secretario de
1'-! agistratura o, en su defecto. ante un Juzgado de Distrito o de paz
(art. JOde la LPL); coRcretamento, si el recurso que se entable es
el de suplicación, el nombramiento de Letrado $e pará ante la
Magistratulll! al tiempo de anunciarlo, pudiendo .hacerse las

designaciones por com~re<:encia o por escrito, y en este caso. no
habrá necesidad de ·ratIficarse cuando se acompañe poder notarial
(art. 184 de la LPL). E1.i1ltimo-párrafo del arto 10 de la Ley de
Procedimiento Laboral, al obligar a hacer constar en la demanda si
el demandante intenta comparecer en el juicio asistido de Abogado
ta representado por Procurador, no constituye una. nueva foona de
designarlos" pues su finalidad se concreta en procurar a ambas
P8rte5 idénticas prantías técnicas, lo que no se aplica aJ recurso de
suplicación, donde es .obligada la intervención de Letrado. Puede
concluirse, en resumen. que las fOFmas de designación establecidas
en el artículo 184 de la LPL se reducen a tres; Comparecencia,
.escrito ratificado y escrito ácompañado de poder notarial.

Ninguna de estas tres formas parece haberse cumplido en el
asunto presellte. por 10 que el Auto del Tribunal Central se ajustarla
rigurosamente y sin excesivos formalismos a las exigencias legales.
No obstante, no pueden menos que señalarse las circunstancias
concretas concurrentes, en vista de los criterios sentados por el
Tribunal Constitucional sobre la necesidad de interpretar las
normas en el sentido más favorable para la efectividad de un
~erecho f~Ddamen~. Desde.~n punto de vista finalista y '~pirit~a­
hsta, pudiera apreciarse poSitivamente datos como la designaCión
de Letrados hecha eo la demanda, la presentación de esta por un
Letrado, precisamente el mismo Que después anuncia el recurso de
suplicación, y las providencias dictadas por la Magistratura dando
por anunciado y formalizado el recurso sin oposición del deman­
dado.

El Ministerio Fiscal inieresa, en consecuencia, Que se dicte
Seotencia denegando el amparo, oaIvo que el Tribunal acoja la
interpretación apuntada en el último apartado de su escrito.

CUano.-La pane aemandada preseotó escrito de 6 de mayo en
el que rechaza la p,etendida vulneración del ar!. 24.1 del texto
constitucional por considerar que el Tribunal Central se limitó a
aplicar el an. 154 de la Ley de Procedimiento Laboral, que
establece Que serál1 las panes las que han de anunciar el recurso de
suplicación, lo qué en ningún momento se hizo por la recurrente.
Discrepa, igualmente, de las afumaciones de ésta, pues se olvida
que el obstáculo Que conduce a solicitar el amparo no es producto
del Auto impuanado, sino de dicho ano 154, r no puedeconside·
rarse un forriuúlsmo arbitrario, exa¡erado o injUSto exigir que sean
las partes las que deben recUrrir. la referencia al art 10 de la LPl
es infundada. pues, si bien es cieno que dicho precepto admite el
apoderamiento apud tleta, lo que no se hizo por la actora, DO lo es
que en su demanda la parte confiera tal representación, pues lo
único que se manifiesta es que la pdrte irá al juicio asistida de
Letrado, no represen1ada por él.· Es, por fin, intrascendente que la
Sentencia se notificara a uno de los Letrados designados en el
domicilio indicado. pues dicho ·domicilio se habia cons)gnado
unicamente a taI-lin. La causa por la que no se otorga la tutela
judicial, según la recurrente, no es, pues, imputable ni al Legislador
ni al Tribunal Central, sino a la propia parte, o a quien leasisle,
de cuyos errores no pueden deducirse ni violaciones de preceptos
constitucionales ni posibles perjuicios para tercero~. No cabe, por
úJtimo, aducir la Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 ('e
diciembre de 1983, pues recayó sobre un caso en el que existia Ur:a
representación procesal concedida por la parte a su Letrado, cuya
·acreditación no se acompañó al recurso por un error que posterior­
mente fue subsanado, mientras Que en el caso actual, no sólo no se
acreditó la representación antes de precluir el recurso, sino Que tal
apoderamieIUo OUDCa existió, y, por tanto, para el Tribunal Central
era imposible detenninár cuál era la voluntad de la. actora en orden
al recurso, pues sólo conocía la de su Letrado.

Quinto.-La recurreotelimita su escrito de alegaciones de 10 de
mayo a ratificar lo manifestado en la demanda.

Sexto.-Por¡>r0videncia de 17 de julio de 1985 la Sala oedaló
para deliberaCIón y votación el día 30 de octubre siguiente,
quedando concluida el]7 de ooviembre.

n. FUNDAMENTOS 1URlDlCOS

Prlmero.-EI recurso de amparo Que ahora se resuelve imputa al
Auto del Tribunal Central de Trabajo, Que tuvo por no anunciada
la suplicación pretendida por la actllta, haber incurrido en un
formalismo innecesario e injustificado, no acorde con el derecho a
la tutela judicial efectiva, que obliga a interpretar la totalidad de los
preceptos legales -y entre ellos también el árt. 154 de la Ley de
Procedimiento laboral- en la forma más favorable a la efectividad
del derecho fundamental, y trae en su apoyo la Sentencia número
123/1983, de 16 de diciembre, Que habría resuelto un supuesto
enteramente similar. Se trataba en aquella ocasión de una talta de
acreditación en tiempo de la representación que previamente se
había otorgado 'en favor del Letrado, produciéndose dicha acredita­
ción en el momento en que el Magistrado de Trabajo admitió a
trámite el recurso interpuesto· por Ja otra parte contra la providen­
cia que inicialmente tuvo por anunciada la suplicación. La negativa
subsiguiente del Magistrado a admitir dicha acreditación, atribu­
yendo al defecto formal la consecuencia derivada del anuncjo de un
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recurso por quien no esparte ni tiene conferida la representación,
pese a Que dicha representación estaba efectivamente conferida, fue
considerada producto de un formalismo vulnerador del derecho a
la tutela.

No es este propiamente el caso actual. La decisi6ri.del Tribunal
Central de Trabajo se funda en la _inexistencia de acreditaciórt
alguna de la representación ostentada pór el Letrado que anunció,
y, posteriormente, formalizó, el recurso, y, en opinión del Ministe­
rio Fiscal y de la parte demandada, ello sucede porque no existió
tal representación. Lo pretendido no es. pues, en realidad, que se
conceda validez a un acto tardío o que no se sancione con la
inadmisión el incumplimiento meramente formal de un requisito'
procesal, sino Que se reconozca una representación que se estima
otorgada l:n una detennin'ada forma. El recurso versa, en conse·
cuencia, sobre el modo de otorgar la representación en el proceso
de trabajo, y no sobre el problema de su acreditación.

Segundo.-EI arto 10 de la Ley de Procedimiento Laboral no
impone la necesidad de apoderamiento notarial para otorgar la
representación, y permite hacerlo mediante comparecencia 'ante el
Secretario de'cualquier Magistratura de Trabajo, o, en su defecto,
ante un Juzgado de Distrito o de Paz.

La demandante alega haber otorgado, la representación 'en la
demanda, posibilidad que, si va seguida deratifieaci6n, ha sido
admitida por la jurisprudencia. De hecho, en el segundo otrosí del
es.:rito de demanda del proceso laboral a qua, la aetora declaró que
asistiría al acto del jUicio, acompañada indistintamente por los
Letrados don Camilo Bel Izquierdo, don Juan José Rodríguez
Martínez, don Luis Miguel Bravo de Laguna o doña Maria
Fernanda Pano' Sánchez, cuyo despacho, se¡ún se indica en el
antecedente primero, se dejaba señalado a efectos de notificaciones.
Si bien es cierto que tal declaración constituye en rigor el
cumplimiento de la previsión contenida en el úlumo párrafo del
articulo 10 de la LPL con la finalidad de asegurar la posibilidad de
igualdad de las partes en cuanto al recuno a la asistencia técnica,
cabe preguntarse si en el contexto· de la demanda Pllede conside·
rarse que implica un otorgamiento de representación, al no
pennitir las circunstancias en que se produjo la actuación procesal
enjuiciada dudar razonablemente de la v91untad de la actora en tal
sentido. Esta as~ió al acto del juicio en la Magistratura de Trabajo
número Dos de Santa Cruz de Tenerife, acompañada por el
Letrado don Juan José Rodrí$uez, y la diligencia de notificación y
publicación de la Sentencia dIctada por aquélla fue firmada ·por el
Letrado don Camilo Bel. Y quien di¡'O actuar en calidad de
representante procesal de doña' María de Carmen Cabrera Palmés
en el recurso de suplicación fue don Luis Miguel Bravo, que, como
los anteriores, pertenecia al grupo de Letrados que desde el inicio"
condujo la actuación procesal de la recurrente. La Compañía
Telefónica Nacional de España, que. se opuso al recurso de
suplicación, reconoció que' el escrito de interposición y de formali·
tación del mísmo estaba formulado por la representación de la
actora. Solamente el Tribunal Central de Trabajo; en su Auto de 29
de noviembre, y actuando de oficio, tuvO por no anunciado el
recurso al no considerar «acreditada en fonna als.una la condición
de representante de la parte actora, la que no suscribe tal escrito;
ni aparece que en ningún momento -le hubiera conferido apodera·
miento notarial».

"Tercero.-Este Tribunal ha reiterado una y otra vez -que el
derecho de toda persona a obtener la tutela efectiva de los Jueces
y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos,
reconocido por el arto 24.1 de la Constitución, incluye, por lo que
atañe al presente caso,' el derecho a utilizar contra las Sentenctas
dictadas los recursos establecidos: en las leyes, siendo consecuencia
de ello que los requisitos para 1a' _utilización _de dichos recursos
deben interpretarse de la fonna- que sea más favorable para su
admisión y sustanciación; y puede, en caso necesario, cuestionarse
la legitimid~d de los requisitos legalmente establecidos cuando no
guardan la debida proporción con las finalidades que con ellos se
pretente conseguir o entrañan obstáculos excesivos. A lo cual cabe
añadir que cuando en la interposición de un recurso establecido en
ta ley se produzca algún defecto, el reconocimiento del derecho a
la tutela judicial efectiva obliga a considerar el defecto como
subsanable, siempre que por su naturaleza sea susceptible de serlo,
de manera que por sí solo el defecto en cuestión no puede entrañar
la nulidad ¡le lo realizado. .

En relación con el presente caso, li~'litándose qI arto 1S4 de la
.Ley Procesal Laboral a establecer la posibilidad de ¡munciar el
propósito de _entablar recurso de suplicación 'por comparecencia o
por escrito que las partes realicen, el problema no deriva de este
art.• sino del arto 10 de la misma Ley, que permite que el Abogado
a quien se confie la dirección letrada sea también representante de
la parte 1iti~nte. De ahi que la cuestión se reduzca a determinar si
cabe atribUIr carácter,de representante de doña Maria del Carmen
Cabrera al Letrado que anució, interpuso y formalizó el recurso de
suplicación, o si en el caso contrario, había de considerarse
subsanable la falta de concesión expresa de la representación, de
acuerdo con lo q\le hemos dicho én el apartado anterior de este
fundamento.

Vimos en el antecedente primero que el Letrado,que anunció el
propósito de recurrir en suplicación frente a la Sentencia de ··la
Magistratura de Trabajo número -oos de Santa Cruz de Tenerife y
formalizó la correspondiente demanda invocó su condicióJ1 de
representante de la actora, y que tal representación constaba en los
Autos. Es cierto que la designación in,distinta de los cuatro.
Abogados antes mencionados (uno de los cuales era. como vimos,
el señor Bravo de Laguna) quedó referida, según sus términos
literales, a la asistencia al acto del juicio y a la audiencia de las
notifiCaciones. Sin embargo.. una interpretación de la declaración
de voluntad de la señora Cabrera Palmés permite inducir que su
voluntad fue atribuir a la firma de Abogados la dirección letrada 't
procesal de su asunto,_ en la que, ar no haber en el proceS4?
Procurador de los Tribunales, debían entenderse facultades repre­

. sentativas, por apliCación extensiva de lo que dispone el_ propio
arto 10 de la LPL, y por la naturaleza del contrato de prestación de.
servicios ente el litigante y e1 Abogado, que puede encontrarse
dentro del contrato de mandato, por lo que la determinación en
punto a si el contrato de mandato incluye o no facultades
representativas constituye a· su vez materia de interpretación.

. Lo dicho permite llegar a la conclusión de que el Letrado señor
Bravo de Laguna tenía facultades representativas acreditadas en los
Autos, como entep.dieron la Magistratura de Trabajo número Dos
de Santa Cruz de Tenerife y IJi representación de la parte recurrida,
y aunque se considerase que existía un defecto de representación o
un defecto en la acreditación de la representación, tales defectos
eran de carácter $ubsanable y debieron, por consig¡,¡iente, subsa·
narse antes de considerarse caducado el recurso y firme la sentencia
recurrida, por lo que, al no hacerlo así el Tribunal Central de
Trabajo no respeto debidamente el derecho del recurrente a la
sustentación rresolución de su recurso, incluido en el derecho a la
tutela judicia efectiva, que consagra el arto 24.1 de la Constitución.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE. LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE
LA NACION ESPANOLA, . .

Ha decidido:

Otorgar el amparó solicitado por doña Maria del Carmen
Cabrera Palmés, y, en consecuencia: _

1.0 Declararla nulidad del Auto del Tribunal Central de
Trabajo de 29 de noviembre de 1984, que tiene por no anunciado
recurso de suplicación contra Sentencia de la Magistratura de
Trabajo número Dos de Santa Cruz de Tenerife (Auta. 536(1983)
de 30 de julio de 1984.

2.0 Reconocer el derecho de doña Maria del Carmen Cabrera
Palmés a que se tenga por anunciado en tiempo y fonna el
propósito de entabiar recursO, de suplicación contra la Sentencia de
aquella Magistraturá, recaída en los indicados autos.

3.0 Retrotraerse las actuaciones al momento inmediatamente
anterior al de dictar el auto anulado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial d~l, "Estado,..
Madrid, 2 de diciembre de· 1985.-jerónimo Arozamena Sie­

rra.-Francisco Rubic> Llorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de
León.-Francjsco Tomas y Valiente.-Antonio Truyol
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Finnados y rubricados.
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En el recurso d~ ampá.ro núm. 267 de 1985, interpuesto po~ don
Francisco Uribe Teruel, representado por el Procurador don Emilio
Atvarez Zancada y defendido por el Abogado don José Maria
Manté Spé, contra la Sentencia dictada por la Sala ~gunda de 10

Sala Segunda. Recurso de amparo num. 267//985.
Sentencia núm. 164/1985. de 3 de diciembre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Díez·Picazo y. Ponce de León, don
Francisco Tomás y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

la siguiente
EN NOMBRE DEL REY

SEN'fENCIA


